


Interponen remedio federal
Sras. Juezas y Sr. Juez   de la Sala III de la
Cámara Federal de Casación Penal:

Rocío I. RODRÍGUEZ LÓPEZ, t°83, f°462, CPACF, y Federico Arturo RAVINA, t°82, f°731, CPACF, abogados defensores de Fernando Ariel CARRERA , con el patrocinio de Alberto BOVINO , tº 56, fº 124, CPACF, y Diego  MORALES, T°69, F°721 CPACF , abogados del CENTRO DE ESTUDIOS LEGALES Y SOCIALES (CELS) y de Juan Carlos CAPURRO t°35 f°260 CPACF, en la causa N° 8.398, caratulada “Carrera, Fernando s/recurso de casación”,  manteniendo el domicilio constituido en la calle , piso 4° "B" de Capital Federal decimos:
I. OBJETO
Interponemos en tiempo y forma oportuna, el recurso extraordinario federal por ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación regulado en la ley nacional nº 48, art. 14, contra la resolución de la Sala III de la Cámara Federal de Casación Penal que fuera dictada y notificada el 12 de agosto de 2013, mediante la cual se casa parcialmente la sentencia del tribunal de juicio, y se condena a Fernando Ariel CARRERA a la pena de quince años de prisión, inhabilitación especial por cinco años, accesorias legales y costas, como coautor penalmente responsable de robo cometido con armas de fuego, en concurso real con homicidio culposo agravado y lesiones culposas graves y agravadas, en concurso real con portación de arma de guerra y se ordena el decomiso de su automotor Peugeot 205 GLD, dominio BZY308.
II. Admisibilidad
II. 1. Plazo. La resolución de la Sala III que impugnamos nos fue notificada el 12/08/2013, por lo que este recurso extraordinario federal es presentado en tiempo oportuno (CPCCN, art. 257).
II. 2. Sentencia definitiva del superior tribunal de la causa. La resolución de la Sala III es, sin dudas, la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa. Ello pues pone fin al pleito y solo puede ser recurrida ante la Corte Suprema. 
II. 3. Cuestiones federales. Como demostraremos al hacer la crítica fundada de la resolución de esta Sala III, se hallan en juego cuestiones federales que tienen relación directa e inmediata con lo debatido y resuelto en la sentencia, y la decisión es contraria al derecho invocado por la defensa. A continuación enunciamos las cuestiones federales tratadas en nuestro recurso.
1) El derecho a recurrir la sentencia penal condenatoria: art. 75, inc. 22, Constitución Nacional (CN); art. 8.2.h, Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH); art. 14.5, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP). En el punto IV. 1. demostraremos que los tres votos mencionan, pero no aplican, los criterios desarrollados en "Casal" por la CSJN. 
2) Motivación aparente y derecho a ser oído: art. 18, CN; art. 8.1, Convención Americana; art. 14.1, PIDCP. El derecho de defensa y el derecho a ser oído exigen que los planteos de las partes sean considerados y, si son rechazados, lo sean sobre la base de razones válidas. De lo contrario, tales derechos adolecerían de sentido material.
3) El derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo: art. 18, CN; art. 8.2.g, CADH; art. 14.3.g, PIDCP. Los votos de los jueces CATUCCI y BORINSKY adolecen de graves vicios de fundamentación en relación cómo han valorado el momento y contenido de las declaraciones de Fernando CARRERA.
4) Gravedad institucional: art. 18, CN; arts. 8 y 25, Convención Americana. La sentencia presenta cuestiones de gravedad institucional vinculadas a la limitación de los derechos fundamentales de Fernando Carrera, el menoscabo de la confianza depositada en la justicia, y la inexistencia material en la solución del caso.
5) Derecho a ofrecer prueba de descargo y recurso amplio art. 18, CN; arts. 8 y 25, Convención Americana. La sentencia que se recurre ignoró la solicitud de incorporar prueba conocida posteriormente a la sentencia condenatoria sin fundamento alguno ya que omitió considerarlo, limitando así la posibilidad de acceder a una verdadero recurso amplio.
II. 4. El juicio de admisibilidad
El examen de admisibilidad del recurso extraordinario no es la oportunidad para que el tribunal cuya decisión se impugna aborde los agravios expresados contra su sentencia, o decida si corresponde la concesión o no del recurso, dependiendo de si está de acuerdo o no con los argumentos de fondo. Tampoco es ocasión para mejorar los fundamentos del decisorio atacado o aclarar extremos que se reputen como poco claros o no comprendidos por el recurrente.
El examen de admisibilidad debe limitarse a analizar las formas extrínsecas e intrínsecas del remedio, siendo suficiente para que el recurso sea concedido que se haya invocado cuestión federal o arbitrariedad. En efecto, aparece como un exceso de las prerrogativas del tribunal el analizar si efectivamente la sentencia es arbitraria o contraviene normas de jerarquía constitucional.
Cualquier examen del recurso que vaya más allá de ello implicaría que el tribunal debe admitir la incorrección de su propia sentencia, lo que esfumaría toda posibilidad de un examen imparcial de la admisibilidad del recurso. Más allá de ello, implicaría que el tribunal cuya sentencia se impugna fuera más allá del deber que la ley le atribuye, y se arrogara competencia para resolver cuestiones respecto de las cuales las leyes no lo autorizan.
Una de las principales distinciones entre los requisitos de admisibilidad y el análisis de la procedencia de la impugnación —señala PALACIO— consiste en que el examen de los requisitos de admisibilidad es una operación necesariamente previa e independiente respecto al examen de su procedencia (fundabilidad o estimabilidad)" (cf. PALACIO, Lino E., Los recursos en el proceso penal, Ed. Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1998, p. 14, destacado agregado).
Por este motivo, no le corresponde a esta Sala evaluar la corrección/procedencia del mérito del planteo pues, insistimos, carece de competencia para defender su resolución. El único fundamento de esta decisión legal de política procesal consiste en la necesidad de no abarrotar de recursos manifiestamente inadmisibles al tribunal de alzada y, de ese modo, contribuir a la celeridad procesal. En consecuencia, solo si esta Sala III se limita al examen de los requisitos de admisibilidad su control puede ser una herramienta realizadora de dicha política procesal. En caso contrario, esto es, si rechaza recursos admisibles yendo más allá de su función legal, antes que una herramienta realizadora, se convertiría en un obstáculo.
II. 5. Jurisprudencia de la CSJN
En este caso en particular, además, debemos tener en cuenta que, según los planteos de las cuestiones federales que desarrollaremos, existe una cuestión federal autónoma que consiste, según pacífica jurisprudencia de la Corte Suprema, en apartarse de una decisión previa en el mismo caso concreto:
“8º) Que el recurso extraordinario es procedente pues la interpretación de las sentencias de la Corte Suprema en las mismas causas en que ellas han sido dictadas, constituye cuestión federal para ser examinadas en la instancia del art. 14 de la ley 48 cuando, como sucede en autos, el fallo impugnado consagra un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por el Tribunal y desconoce, en lo esencial, su decisión.” (Fallos: 306:1698; 307:483, 1948 y 2124, entre muchos otros)” (causa M.426.XLII "Mendizabal de Etchart, Edita c/ Kenny, Aldo Federico", sentencia del 18 de noviembre de 2008). Ver, también, caso "Freytes" (CSJN, Fallos 331:1784).
Por estas razones, este recurso debe ser declarado admisible, ya que esta Sala III no puede analizar si está de acuerdo o no con nuestro planteo sobre el hecho de que se ha apartado de lo dispuesto por nuestra Corte Suprema. Ése es, precisamente, el fondo de las cuestiones que planteamos y, por ende, es competencia exclusiva del tribunal de alzada.
III. Antecedentes
III. 1. Realidad de los hechos según la defensa
El 25 de enero de 2005 en horas del mediodía Fernando Ariel CARRERA, un joven de 30 años sin  antecedentes penales, se encontraba conduciendo su auto familiar particular, Peugeot 205 dominio BZY-308,  detenido en el semáforo de Centenera y Av. Sáenz, dispuesto a cruzar el Puente Uriburu, con destino a la localidad de Avellaneda. Mientras esperaba que el semáforo le diera la luz de paso, observó un vehículo particular sin identificación, Peugeot 504, acercándose desde su derecha, con una persona de pelo largo, asomándose con medio cuerpo fuera de la ventanilla del acompañante, que le apuntaba con un arma de fuego. Pensando que se trataba de un intento de robo, movió su vehículo tratando de evitar al Peugeot 504, procurando girar hacia la Avenida Sáenz, puesto que era el único espacio libre.  En ese momento escuchó disparos de arma de fuego, recibiendo un impacto en la mandíbula que lo dejó en estado de inconsciencia.
A partir de haber recibido ese golpe y a bordo de su auto sin control (ya que se encontraba inconsciente) realizó el trayecto desde Centenera hasta Esquiú por la Av. Sáenz, donde terminó atropellando a tres personas, dándoles muerte y lesionando a otras, para finalizar impactando violentamente y sin atinar a frenar o maniobrar, contra otro vehículo (Renault Kangoo) frente a la iglesia de Pompeya, en la intersección de Av. Sáenz y la calle Traful. A raíz del impacto con la camioneta Kangoo el vehículo que conducía hizo un trompo y quedó en dirección contraria a la que venía circulando, ligeramente en diagonal.
Segundos después se detuvo un vehículo Renault 9 de color gris del que se bajaron tres personas y dispararon contra el automóvil que conducía CARRERA, que finalizó con 18 impactos de bala y ocho impactos en el cuerpo de Fernando CARRERA.
El Peugeot 504 desde el que le dispararon a CARRERA resultó ser un móvil de la Brigada de la Comisaría 36, que se encontraba en ese lugar junto con otro vehículo no identificable, Renault 9, perteneciente a la Brigada de la 34, ambos en búsqueda de un auto de similares características al que conducía Fernando CARRERA y con el cual lo confundieron. Ese auto de similares características era buscado pues sus ocupantes habrían cometido dos hechos de robo en los momentos previos: el primero en las cercanías de Puente La Noria y el segundo en el barrio de Lugano, exactamente en la intersección de las calles Barros Pazos y Murguiondo.  
Así, esta confusión de la que fueron exclusivos responsables los agentes policiales no solo dejó impunes esos robos, sino que provocó lo que se dio en llamar "la Masacre de Pompeya". Por ello, a fin de ocultar la confusión en la que había incurrido el personal policial, le imputaron a Fernando CARRERA los hechos previos por los que se buscaba un auto de similares características al conducido por él: dos robos tipo “salidera bancaria”. También se lo acusó entonces de intentar la fuga al divisar personal policial, de atropellar para lograr su impunidad y de participar en un enfrentamiento armado con el personal de la Brigada de la Comisaría 34. En lo que se calificó como "enfrentamiento", Carrera recibió 8 disparos en su cuerpo y 18 en su vehículo mientras que el personal policial resulta ileso.   
Ante la evidencia de que en el auto conducido por CARRERA no se halló indicio alguno en relación a los ilícitos, y a fin de ocultar el error que irremediablemente los responsabilizaría, dada la confusión generalizada por el terrible panorama de muertes, heridos y la gran cantidad de disparos que permitió que los policías involucrados inventen la falsa escena del crimen investigado; ingresaron al vehículo y al darse cuenta de la confusión, introdujeron en escena el arma que simularon era de CARRERA, convencidos de que no sobreviviría a los disparos recibidos. 
Transcurría el tiempo, llegaron las ambulancias con médicos que, a pesar de las gravísimas lesiones, revisaron en última instancia a nuestro defendido (según la versión oficial un delincuente que había producido semejante desastre y que se había tiroteado con la policía), determinando la necesidad de trasladarlo ya que para sorpresa policial (Modulaciones, fs. 428 y 428 vta.) todavía se encontraba con vida. De la transcripción de las modulaciones, se observan las consultas respecto al traslado, y durante toda la instrucción se omitió mencionar la intervención del cuerpo de bomberos, que sacó a Fernando CARRERA del vehículo ya que no podía salir por sus propios medios. 
Fernando CARRERA se tenía que morir. El personal policial garantizaba impunidad, mientras que para los que observaban la escena, no merecía sobrevivir por la tragedia causada. La ambulancia lo trasladó, por lo menos, 40 minutos después (Modulaciones fs. 429) y sin explicación por el tiempo transcurrido, ingresó al Hospital Penna una hora y media después de la tragedia (ver fs. 660), y a pesar de tener 8 heridas de bala (incluso uno en la zona torácica izquierda), no lo intervinieron quirúrgicamente justificando falsamente no tener anestesista de guardia (es un Hospital de Agudos y en ese momento estaban operando a una víctima atropellada que falleciera en el quirófano). Luego de cuatro horas de estar sin atención médica, finalmente fue trasladado al Hospital Rivadavia, donde fue intervenido quirúrgicamente doce horas después de los hechos. 
A pesar de que el Cuerpo Médico Forense informó que CARRERA debió permanecer internado con la imposibilidad de declarar en sede judicial, a las 36 horas de su intervención quirúrgica (laparotomía exploratoria con quince centímetros de sutura en la zona abdominal para extraer proyectil) CARRERA fue trasladado al Juzgado de Instrucción, previo ingreso por Unidad 28, y obligado a comparecer a audiencia indagatoria, para luego ser trasladado a HPC de la cárcel de Devoto, donde sobrevivió a pesar de las pésimas condiciones de atención. 
Debemos destacar que debido a la suposición policial de que Fernando CARRERA fallecería, se pudieron señalar con precisión la gran cantidad de falencias y contradicciones instructorias demostradas en debate y que constan en el expediente, incluso en los fundamentos de la sentencia condenatoria.  
La transcripción de las modulaciones abarcan desde las 13:16:40 a las 17:57:45, esto es, algo más de 4:40 horas. Sin embargo, en el debate se escucharon las modulaciones en solo una hora y media. Es decir que las modulaciones no reflejan la realidad espacio-temporal en que sucedieron, esto es, se escucharon más de cinco horas en apenas una hora y media (agravio que nunca fue tratado), se pudo advertir que la policía buscaba un vehículo (Palio o Peugeot 205 blanco con vidrios polarizados) respecto del cual ni siquiera los damnificados que persiguieron a los verdaderos sospechosos mencionaron la identificación de la chapa patente.
 Las mismas modulaciones ratificaron la versión de la defensa, atento a que se  puede apreciar con claridad que inmediatamente luego de los sucesos los damnificados indicaron que el conductor  vestía remera negra, mientras que Fernando CARRERA llevaba una camisa color verde agua (ver secuestro Hospital). Además, nadie analizó que de las modulaciones surge que secuestraron el arma debajo del habitáculo del conductor y no de su mano. Al arma secuestrada no le realizaron prueba de huellas, ni a CARRERA se le realizó prueba de deflagración de pólvora en manos. 
Fernando CARRERA llegó a debate procesado por otro hecho de robo, fundado en el reconocimiento que hiciera en sede policial el conductor del colectivo asaltado, quien supuestamente según consta en instrucción policial, habría reconocido el vehículo de nuestro representado como el mismo que utilizaran los autores del hecho investigado. Sin embargo, el chofer no solo no pudo ratificar dicho reconocimiento en el debate sino que, además, negó que en algún momento le hubieran mostrado vehículo alguno a los fines del reconocimiento, justificando su firma en que no sabía leer muy bien.
El Sgto. LEYES encargado de recabar testigos mintió en el debate al sostener que no había estado presente el día de los hechos cuando de prueba documental incorporada al debate surge exactamente lo contrario.
Ninguno de los testigos pudo ratificar en el debate lo afirmado en su declaración policial (única previa al debate) ya que el  90 % de la instrucción se realizó en comisaría. Se perdió prueba categórica del procesamiento (las gorras), y no hay testigos del trayecto de la supuesta persecución policial en los 500 metros de la avenida Sáenz (al mediodía de un día laborable). 
En este contexto, es absolutamente inexplicable que nunca, a lo largo de todo el proceso, algún funcionario haya advertido el cuadro probatorio que pone ciertamente en duda la credibilidad de toda la versión policial.
En fin, no se trata de unos pocos indicios que arrojan dudas sobre la versión policial. Se trata de un cuadro completo de elementos de convicción que confirman que la prueba producida en comisaría fue manipulada de modo evidente para encubrir a los agentes policiales.
III. 2. Sentencia del TOC N° 14 
El 7 de junio de 2007 el TOC N° condenar a Fernando Ariel CARRERA a la pena de treinta años de prisión. Los hechos sobre los que sentenció el tribunal de juicio y la Sala III de la CNCP fueron los siguientes:  Hecho 2: Que el 25 de enero de 2005, aproximadamente a las 13:15 horas, luego de que Juan Alcides IGNES estacionara su automóvil particular frente al domicilio de un familiar ubicado en la calle Barros Pazos 5690 de esta ciudad, fue abordado por el compañero prófugo de Fernando Ariel CARRERA —quien conducía el automóvil Peugeot 205 GLD color blanco con  vidrios polarizados, cuyo dominio luego se estableció como BZY-308—, exhibiéndole un arma de fuego y forcejeando con éste, le exigió la entrega del dinero consistente en el importe en pesos equivalente a doscientos cincuenta dólares que había obtenido en una operación de cambio efectuada momentos antes en una institución bancaria de Morón. Ante la negativa inicial del damnificado, aquel sujeto efectuó un disparo hacia los adoquines del piso, mientras que CARRERA se manifestaba en un sentido amenazante, manteniéndose en la conducción del Peugeot, a la par que exhibió otra arma de fuego, obteniendo así el dinero exigido, el que no fue recuperado, fugando del lugar. Hecho 3: Que el 25 de enero de 2005, inmediatamente después de las 13:28:37 horas, cuando Fernando Ariel CARRERA conduciendo el vehículo Peugeot 205 GLD color blanco, con vidrios polarizados, domino BZY-308, circulaba por la Avenida Sáenz, de contramano, a una velocidad estimada superior a 60 km., fugando de los móviles policiales de las Comisarías de las secciones 34 y 36, al alcanzar la senda peatonal próxima a la intersección de la Avenida Sáenz con Esquiú —donde se continúa al trasponer la avenida, bajo el nombre de Traful—, sitio en el que el semáforo estaba en rojo para el tránsito vehicular, habilitando el cruce de los peatones, atropelló a cinco personas, tratándose las mismas del menor Gastón DI LOLLO, Edith Elizabeth CUSTODIO y Fernanda Gabriel SILVA, quienes atravesaban la avenida, acarreándoles la muerte instantánea a los dos primeros y poco tiempo después a la última y asimismo provocó lesiones a Verónica RINALDO, las que fueron calificadas como graves y a su hija Julieta FICCOCCELLI, de carácter leve. Metros más adelante, en la citada intersección, impactó finalmente contra el vehículo marca Renault Kangoo dominio DQF-574 en el que viajaban Houyun He, quien sufrió lesiones de carácter grave y Min He, lesiones de carácter leve. Hecho 4: Que luego de la colisión, Fernando CARRERA efectuó no menos de cinco disparos en dirección al personal de la brigada de la Comisaría de la Sección 34 que lo había alcanzado en la persecución, utilizando para ello un arma de fuego consistente en la pistola marca Taurus calibre 9 mm modelo PT-917 CS n° TKI 12.581/CD, resistiéndose de este modo a su detención. Hecho 5: El haber tenido en su poder y sin autorización, en condiciones de ser disparada, la pistola marca Taurus calibre 9 mm. modelo PT-917 CS n° TKI 12.581/CD, con su cargador, con capacidad para diecisiete proyectiles, de los cuales sólo contenía siete al momento del secuestro”. 
Por estos hechos Fernando Ariel CARRERA fue condenado a la pena de treinta años de prisión por robo agravado por el empleo de armas de fuego; hecho n° 3 homicidio reiterado en tres oportunidades, lesiones graves reiteradas; 2 oportunidades; lesiones leves reiteradas -2 oportunidades -;  hecho n° 4 abuso de armas de fuego y hecho n° 5  portación ilegal de arma de guerra, todos en concurso real. (arts. 12, 29 inc. 3°, 40, 41, 45, 55, 79, 89, 90, 104 primer párrafo, 166 inc. 2o primer supuesto y 189 bis apartado segundo, párrafo cuarto del C.P.). 
III. 3. Recurso de casación
Contra dicha sentencia esta defensa interpuso recurso de casación fundado en ambos incisos del art. 456 del CPPN por entender que la decisión del Tribunal Oral N°14 carecía de motivación suficiente, vulnerando así las reglas que hacen a la sana crítica racional —art. 398 CPPN— y en consecuencia afectó directamente las garantías atinentes a la presunción de inocencia, al debido proceso legal, a la defensa en juicio, y que se habían calificado erróneamente los homicidios por los que fuera condenado.
El recurso de casación fue oportunamente concedido. Esta defensa amplió los fundamentos el 6 de septiembre de 2007 (fs. 2996/3002). El 29 de abril de 2008 la Sala III de la CNCP resolvió RECHAZAR el recurso de casación, resolución que fuera notificada a esta defensa con fecha 5 de mayo de 2008.
III. 4. Recurso extraordinario
Contra la sentencia de la Sala III de la Cámara de Casación Penal esta defensa interpuso recurso extraordinario federal, el que fuera rechazado, debiendo recurrir en queja ante el máximo tribunal quien con fecha 5 de junio de 2012 resolvió hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario y dejar sin efecto la resolución recurrida. 
III. 5. Nuevo trámite ante la Cámara Federal de Casación Penal
Para efectuar la revisión ordenada  por la CSJN intervino nuevamente la Sala III de la CFCP, que el 30 de agosto de 2012 rechazó la recusación que esta defensa planteara por temor fundado de parcialidad. Con fecha 25 de abril de 2013 esta defensa informó oralmente y el 12 de agosto de 2013 se dictó y notificó la sentencia que aquí impugnamos. 
IV. LOS AGRAVIOS FEDERALES
IV. 1. El derecho a recurrir la sentencia condenatoria
El derecho de toda persona condenada en juicio a obtener el doble conforme de su decisión condenatoria mediante un recurso amplio ha sido consagrado de modo expreso tanto en la Convención Americana (art. 8.2.h) como en el Pacto Internacional (art. 14.5).
La Corte Suprema estableció los criterios y el alcance de la revisión en Casación, conforme a los principios dictados por la Corte Interamericana en el fallo "Herrera Ulloa vs. Costa Rica" en el fallo "Casal". De allí, y del hecho de que la CSJN había ordenado de manera expresa a la Sala III que aplicara "estrictamente" tales criterios. Sin embargo, no fue eso lo que hizo la Sala III, y lo veremos con dos ejemplos claros. El primero de ellos es el voto de FIGUEROA.
La jueza FIGUEROA se escuda tanto en la falta de inmediación (lo hace más de 10 veces) y en la imposibilidad de verificar la credibilidad de los testimonios (es determinante la excusa en la p. 161, penúltimo párrafo) que termina siendo nulo por violar la doctrina de "Casal" que la Corte Suprema, expresamente, le ordenó cumplir. La CSJN jamás dijo en "Casal" lo que la jueza FIGUEROA le hace decir para no realizar lo que sí debió hacer. En efecto, en el cons. 15 del voto mayoritario lo que se dijo fue:
"... La principal cuestión, generalmente, queda limitada a los testigos. De cualquier manera es controlable por actas lo que éstos deponen. Lo no controlable es la impresión personal que los testigos pueden causar en el tribunal, pero de la cual el tribunal debe dar cuenta circunstanciada si pretende que se la tenga como elemento fundante válido, pues a este respecto también el tribunal de casación puede revisar criterios..." (destacado agregado).
Sobre este punto, Gustavo ARBALLO se pronunció en la web:
La página 161 anteúltimo párrafo trata de lo siguiente. Un testigo dijo que "vio" a Carrera disparar. La defensa le pregunta: "¿vio u oyó?". El testigo responde que sólo "oyó" disparos porque estaba agachado para protegerse, de modo que nunca pudo haber visto nada. Ante eso, la respuesta del fallo es que no se puede analizar la "credibilidad" de un testigo porque eso depende de la inmediación (el haber-estado-ahí), excluida del control casatorio en "Casal"...
La respuesta es deliradora, porque efectivamente de lo que ocurre en el juicio la consecuencia unívoca es que el testigo no vio.
También es erróneo técnicamente usar como pretexto la inmediación para no objetar la "credibilidad" de un testigo, porque la "credibilidad" no es un dato a priori sino que surge a posteriori del análisis del elemento de juicio que tiene que necesariamente se hace al cabo del análisis de la prueba (y que debe poder reconstruirse nítidamente en la sentencia) (ARBALLO, Gustavo, Tres puntos a propósito del caso Carrera, aquí http://bit.ly/13UKdlS).
Es evidente que la jueza FIGUEROA invocó solo la primera mitad de la frase del considerando 15 de la CSJN, y descartó completamente la segunda, que es la que termina de definir la amplitud de la revisión posible sobre la impresión personal que los testigos causan en los jueces. 
Considerando, entonces, lo que ha dicho la CSJN, resulta claro que la jueza FIGUEROA no agotó la revisión de lo revisable. En este contexto, y teniendo especialmente en cuenta los agravios presentados por esta defensa en el recurso de casación resuelto por esta Sala III, la jueza FIGUEROA evitó tratar muchos de los principales problemas que tiene la sentencia del tribunal de juicio en la valoración de la prueba, invocando erróneamente la doctrina de la Corte. 
El segundo ejemplo consiste en la falta de contrastación de la versión de la defensa con la prueba del caso. En ninguno de los votos se valoró todo el cuadro probatorio con la versión de la defensa y, además, se omitió valorar circunstancias concretas que eran exigibles para comprender la situación de hecho íntegramente. En este sentido, es el mismo Estado Nacional quien reconoce que las fuerzas de seguridad han llegado a fraguar causas inexistentes, imputando hechos delictivos a personas inocentes. En particular en lo que hace a este caso, el 23 de febrero de 2012 el Ministerio de Seguridad resolvió dejar sin efecto el sobreseimiento provisional y pasó a disponibilidad a los miembros de las Brigadas de las Comisarías 34 y 36 que actuaron en el operativo y al Comisario Daniel Villar, quien estuvo a cargo. El fallo cuestionado termina por naturalizar una intervención policial completamente irregular y con un empleo desmedido de la fuerza.
Esta falta de revisión de los dichos de varios testigos del juicio, en consecuencia, ha impedido a esta parte el ejercicio efectivo al control de la sentencia condenatoria garantizado en la Convención Americana (art. 8.2.h). Del mismo modo, el rechazo ab priori de la versión de esta defensa. A pesar de nuestros esfuerzos constantes, el control de la sentencia condenatoria nunca fue realizado teniendo en cuenta los criterios del fallo "Casal". Esta oposición a aplicar tales criterios, por lo demás, nos ha impedido probar la verdad y obtener la absolución de Fernando CARRERA.
IV. 2. Fundamentación aparente y derecho a ser oído
El art. 8.1 de la Convención Americana reconoce de la manera más amplia posible el derecho de cualquier persona a ser oída:
Artículo 8. Garantías Judiciales 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter (destacado agregado).
El derecho a ser oído consiste, precisamente, en que las partes del proceso, a través de sus representantes legales, sean realmente oídas “con las debidas garantías” del art. 8.1 de la Convención. Y esto no se reduce al mero acto de decir lo que se quiera en una sala de debate, o a presentar un escrito respondiendo los argumentos de la contraparte, sino a que lo que se diga, si tiene relación con la causa y es conducente o decisivo a su solución, sea recogido, y, además, confrontado y seriamente respondido, porque la conclusión que sobre eso se extraiga afectará seriamente a esa parte. 
El derecho de defensa exige que los planteos de las partes sean considerados y, si son rechazados, lo sean sobre la base de razones válidas. De lo contrario, el derecho de defensa adolecería de sentido material, quedando reducido a la mera posibilidad de que a las partes se las autorice a opinar y hasta a proponer —no de que sean admitidas, ni consideradas, ni valoradas— pruebas.
Esto afecta concretamente la garantía de la defensa en juicio establecida en la CN, 18 (y art. 8.1, CADH). Ello sin perjuicio de afectar, además, la garantía de la fundamentación de las sentencias, necesaria en un sistema que prevé mecanismos de control por vía de recursos técnicos, y por imperio del control de la vigencia del principio de legalidad propio del Estado de derecho, y de las exigencias del debido proceso. En el caso “Alan García c. Perú”, la Comisión Interamericana consideró que el derecho a un proceso justo exige que las sentencias judiciales sean fundamentadas con mención de los elementos esenciales de hecho y de derecho positivo.
Se trata de que el tribunal no puede omitir argumentar respecto de los planteos esenciales de las partes, y respecto de por qué la posición sostenida por esa parte resulta incorrecta, o debe ceder ante la valoración de la prueba efectuada por las demás partes, o por la posición final asumida en la sentencia. Mucho menos puede redactar la decisión definitiva ignorando de manera absoluta todos y cada uno de los planteos formulados por la defensa.
Así, la falta de análisis de las  contradicciones en la que incurrieron los testigos al declarar en el juicio oral, sumada a la falta de sustento que tiene la prueba testimonial en las restantes pruebas incorporadas por lectura al debate, permiten concluir sin duda alguna que, de haber sido valorado el cuadro probatorio de manera armónica,  de acuerdo con los principios de la sana crítica racional, la conclusión a la que arribaron los jueces de esta Sala III de la CFCP habría variado y, en lugar de confirmar  la sentencia del tribunal de juicio, la habrían revocado, pues dicho fallo contiene una mera hipótesis de lo que ocurrió, mas no la certeza  requerida de que  Fernando CARRERA fue el autor los hechos atribuidos.
La participación y autoría atribuida a CARRERA se basa en una mera fundamentación aparente. Al respecto la Sala I de la Cámara de Casación en la causa “Carzoglio, Lucas N. y otro S/ Recurso de Casación” reg. Nro. 4656, resuelta el 15/10/01, refiriéndose a la falta de motivación, sostuvo “... este defecto es equiparable el de motivación aparente, porque parece que se han dado razones ahí donde, en verdad no las hay...” 
Al respecto planteamos que muchas afirmaciones hechas por la Sala III de la Cámara Federal de Casación no se desprenden en modo alguno de la prueba producida en el debate, ni de la incorporada por lectura. 
Entre los fundamentos aparentes que brinda el Tribunal, esta defensa se encuentra con afirmaciones que son producto de la mera imaginación de quien emite el enunciado, a saber: a fs. 157 de la resolución puesta en crisis por esta defensa se afirma: “Cabe destacar, que el propio CARRERA reconoció conocer la zona en cuestión al decir que prefirió cruzar el Riachuelo por el Puente Alsina en vez del Puente Pueyrredón y pese a significar un recorrido más corto”. Ahora bien, es llamativo lo que se dice sobre lo que CARRERA "reconoció", sobre todo si tenemos en cuenta que CARRERA nunca afirmó conocer la zona, y su decisión de tomar por un camino no necesariamente es producto del conocimiento de la zona. 
Pero no sólo encontramos afirmaciones sobre declaraciones que no existieron como tal, sino que además también nos encontramos con hechos invocados por el Tribunal que de ningún modo encuentran relación con la prueba producida. Por ejemplo, un hecho importante invocado, tal como el de las modulaciones realizadas por el personal policial, se relata con una clara alteración de lo que se desprende del material probatorio producido: en el voto de BORINSKY se concluye que se perdió de vista a los supuestos autores del robo por el lapso de 1 minuto 35 segundos; en similar sentido, FIGUEROA menciona los 95 segundos en los que se pierde de vista a los supuestos autores. Sin embargo, de un análisis de las modulaciones surge que ello no es así. En el apartado "3. Inmediatez", que se desarrolla algo más adelante en este escrito, se explica por qué motivos tal circunstancia es falsa y carece de sustento probatorio, pues el tiempo transcurrido fue de más de cinco minutos.
Esta circunstancia es gravísima y, como sucede sistemáticamente en este caso con los "errores" y "omisiones" de los tribunales, perjudica seriamente a Fernando CARRERA, pues es utilizada como uno de los principales argumentos para justificar su responsabilidad. Todo ello a pesar de los planteos reiterados de esta defensa.
Del mismo modo se fundamenta respecto a los peritos intervinientes. Una vez más, y a pesar a lo ya esbozado por esta defensa en su anterior recurso, los magistrados insisten en la omisión de expedirse sobre los dichos de todos los profesionales intervinientes. Reiteramos lo ya expresado por esta defensa en su anterior recurso, en el sentido de que “para poder obviar el dictamen médico el preopinante debe suplir con su propia voluntad la opinión de los expertos escuchados en el debate”. En este sentido, la sentencia puesta en crisis omite referirse a los dictámenes y dichos de los peritos Marcelo RUDELIR y Mariano CASTEX, como profundizaremos al momento de expedirnos sobre el estado de inconciencia.
El fundamento central de este fallo condenatorio ha sido que según entiende la Sala III, está acreditado que Fernando CARRERA participó del robo (hecho N°2) del que fuera víctima Juan IGNES. Ahora bien, como demostraremos a continuación, a dicha conclusión se ha llegado sin aplicar las reglas del método histórico, apartándose de las constancias de la causa, invocando hechos no probados, realizando afirmaciones que solo tienen fundamento en la voluntad del juzgador y omitiendo considerar prueba dirimente.
Así, la nueva condena impuesta a Fernando CARRERA se funda en tres pilares: a) un supuesto "reconocimiento impropio"; b) un mecanismo retráctil en la patente que fuera supuestamente hallado en el auto Peugeot 205 conducido por CARRERA; y c) una supuesta inmediatez entre que el auto con el que se cometió el robo es perdido de vista por los damnificados (IGNES y VAIRA) que venían siguiéndolo; y  el encuentro entre las Brigadas de las Comisarías 34 y 36 y el auto de Fernando CARRERA. 
1. "Reconocimiento" impropio. En el fallo recurrido, se introdujo un nuevo medio probatorio, un supuesto reconocimiento fotográfico (fs. 292) que no fue tratado durante el debate, ni en los alegatos, ni valorado como elemento de cargo contra nuestro defendido en la sentencia del TOC 14, en definitiva que no fue materia de contradicción.  Sin perjuicio de ello, y aparentando cumplir con el mandato de la CSJN en cuanto a la revisión del agravio que esta defensa planteara respecto al reconocimiento negativo de Fernando CARRERA en rueda de personas, se toma al aparente reconocimiento fotográfico como elemento de cargo para imputarle responsabilidad sosteniendo:
“Toca el tiempo de aunar otra prueba de cargo en extremo relevante que contribuye a la certeza acerca de que fue el enjuiciado a bordo de su rodado quien intervino en el asalto contra Juan IGNES. Me refiero al reconocimiento fotográfico efectuado por VAIRA en sede judicial y en presencia de la defensa del procesado. En esa oportunidad y a pocos días del suceso —una semana después—, el testigo identificó a Fernando Ariel CARRERA como una persona “parecida” a uno de los autores del hecho, puntualmente a aquél más joven que conducía el rodado según describió al prestar testimonio en los albores de la investigación” (CATUCCI);  “otro valioso elemento de cargo. Se trata del reconocimiento fotográfico practicado en sede judicial (Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción nº4) por Héctor Osvaldo VAIRA a pocos días de ocurrido el hecho que nos ocupa…”  (BORINSKY)
Si bien en el decisorio atacado se sostiene que el reconocimiento fotográfico no puede ser tomado como medio de prueba autónomo, se afirma que por haberse tomado durante la prevención “vale como acto introductorio informativo, que integra el contenido de una declaración prestada ante la policía” (FIGUEROA). Asimismo, se expresa que debe ser entendido como reconocimiento impropio, concluyendo que no existe obstáculo “para despreciar esa identificación como prueba de cargo, menos aún por cuanto ese tipo de identificación es sumamente dificultoso, y rara vez da resultado positivo”.
La resolución puesta en crisis toma como elemento “en extremo relevante” la indicación realizada por VAIRA al momento de someterse al reconocimiento fotográfico, siendo que el testigo solo indicó que el de la foto 1 (perteneciente a CARRERA) “era parecido al flaco que estaba en el auto”. Se afirma categóricamente que CARRERA fue reconocido cuando lo  único que expresó el testigo fue que “es parecido”. Del significado común de las palabras podemos concluir que parecido implica no ser el mismo, en definitiva parecido a “otro” implica no ser ese “otro”,  es decir que estamos en presencia de un típico reconocimiento negativo. 
Ahora bien, el sentenciante se encontró con un obstáculo importante para atribuir a CARRERA haber participado en el robo: la rueda de reconocimiento de personas que diera resultado negativo (fs. 1658). Es así que sin fundamento alguno decide atribuirlo a que se dio un año y dos meses después del hecho y que por tanto el paso del tiempo operó en desmedro de los recuerdos. Para ello evalúa fragmentariamente la prueba ya que al realizarse la rueda de reconocimiento se lo interrogó previamente al testigo y manifestó, 1 año y dos meses después, que de volver a verlo lo reconocería.
El fallo incurre entonces en un nuevo supuesto de arbitrariedad —en contra de lo que dispone el principio lógico de razón suficiente— que hace prevalecer un reconocimiento impropio negativo sobre el reconocimiento en rueda de personas con expreso resultado negativo. Y ésta es la mirada que atraviesa todo el fallo: a la hora de escoger la fuerza convictiva del material probatorio siempre se inclinan por aquella más gravosa para el imputado, o por la hipótesis más perjudicial, desconociendo el principio de inocencia. O bien, lo que es mucho peor, dan por demostrado ciertos hechos que no surgen de los elementos de prueba que invocan, como sucede en este caso. 
Utilizar un reconocimiento fotográfico negativo, efectuado en instrucción, cuyo resultado arrojo un “parecido”, que no fue materia de contradicción en el debate, para incriminar a nuestro defendido, es un absurdo lógico. Se utiliza la falta de reconocimiento para probar que CARRERA ha sido reconocido, esto es, hay un apartamiento inexcusable de las constancias del proceso que invalida la conclusión y que resulta violatorio del principio de inocencia.
A ello se suman las descripciones disímiles que los damnificados realizaron respecto de los autores del robo con armas. Así, mientras IGNES lo describió “con el pelo más largo y de rulitos”, VAIRA sostuvo que quien manejaba al auto era un “muchacho delgado y de pelo corto negro”. Por supuesto que una descripción tan vaga no resulta válida para tenerlo por reconocido, como pretende sostenerlo el tribunal, al señalar:
“VAIRA efectuó una descripción del conductor del vehículo que se corresponde con las características de CARRERA, al decir que se trató de un muchacho delgado y de pelo corto negro (..),.  A ello cabe aunar, no pudiendo dejar de señalarse que durante su declaración en la etapa instructoria, cuando el testigo tenia mas vividos los recuerdos del hecho por él sufrido —atento que declaró el día después del suceso (fs. 69 /70)—, y que en esa ocasión describió en sede prevencional al conductor con las características fisionómicas de CARRERA (...) al respecto sostuvo: “el número 1 es parecido al flaco que estaba arriba del auto” (…) Conviene recordar que el día del hecho sostuvo : “que de volver a verlos los reconocería” (…)  (Del voto de FIGUEROA). 
Siguiendo esta línea de razonamiento tendríamos que afirmar que inmediatamente después del hecho —cuando VAIRA tenía los sucesos/imágenes más presentes— debería haber podido reconocer sin duda alguna a CARRERA, lo que no sucedió en el caso. Máxime cuando —tal como lo afirma FIGUEROA— éste manifestó que de volver a verlos los reconocería. 
¿Qué hubieran dicho estos jueces si VAIRA lo hubiera reconocido en la rueda de personas? Para ser consecuentes, deberían decir que, dado que el mejor recuerdo lo tenía en el primer momento, y como el reconocimiento fracasó, entonces, el segundo reconocimiento no demuestra nada.
El fallo recurrido sostiene la existencia de otros elementos que lo llevan a la "certeza" de que nuestro defendido participó del robo, se refieren al reconocimiento del auto de Carrera… “Por lo demás, no es posible soslayar que los damnificados Héctor Osvaldo VAIRA y Juan Alcides IGNES efectuaron una identificación del vehículo Peugeot 205 blanco, dominio colocado BZY 308, de propiedad de Fernando Ariel CARRERA…”, como el utilizado por los agresores y al que luego persiguieron desde Barros Pazos y Murguiondo hasta las inmediaciones de las avenidas Rabanal y Del Barco Centenera, donde lo perdieron de vista. Asimismo, Fernando Ariel CARRERA reconoció ser titular de dominio de dicho rodado y haber estado manejándolo en la ocasión en la cual fue secuestrado el 25 de enero de 2005, en la intersección de la avenida Sáenz y Traful.” (BORINSKY)  Esta afirmación invoca un hecho inexistente: los damnificados nunca identificaron al dominio BZY 308 como el utilizado por los agresores y nunca se practicó un reconocimiento respecto del vehículo por los testigos ni durante la instrucción ni tampoco en el debate.
Que el automóvil utilizado por los responsables del hecho 2 tuviera características similares (modelo, color y vidrios polarizados) no implica que el automóvil de propiedad de CARRERA haya sido reconocido por los damnificados como el utilizado en ese hecho. Menos aún, tal como pretende insinuarse, puede sostenerse que CARRERA haya reconocido tal situación. La interpretación realizada por los jueces, que solo intenta suma un elemento incriminador a nuestro defendido, carece de sustento fáctico.
2. Patente: Otro de los elementos valorados como determinantes a la hora de imputar a CARRERA el robo con arma de fuego lo constituye la movilidad de la patente detectada en el auto Peugeot 205 de su propiedad.  
Al respecto existen tres peritajes: uno realizado en el lugar de los hechos inmediatamente después de ocurridos, no advierte mecanismo en la chapa patente (fs. 1049vta., Perito OJEDA), otro siete días después de secuestrado el auto en la Comisaría 34 (fs. 384 realizado por un perito ad hoc y ad honorem mecánico civil Gregorio LANOSA) que describe un mecanismo de patente retráctil, y un tercero (realizado por Gendarmería Nacional fs. 2450/54) cuyas conclusiones son autocontradictorias. 
La sentencia que se recurre escoge la segunda y parte de la tercera y excluye la primera con argumentos fundados en su propia voluntad, sin correspondencia en circunstancias comprobadas de la causa:  “Tampoco incide en su valoración cargosa el hecho de no haberse detectado ese mecanismo desde el principio, por el primer auxiliar de la policía que peritó el rodado sino después, circunstancia que se explica en la forma de observación y de practicar la inspección del vehículo hecho por el segundo auxiliar” (CATUCCI). “… tampoco advierto que el primer informe pericial que no detalló el dispositivo colocado en la patente trasera, resulte contrario a las conclusiones alcanzadas en los peritajes posteriores (…), Ello es así  porque, en el primer peritaje el experto interviniente se limitó a examinar dicho rodado en la intersección de la avenida Sáenz y Traful a efectos de informar acerca de los daños  que presentaba el vehículo objeto de pericia (…) no aparece extraño o inusual que el perito no se haya detenido en la observación de la patente” (BORINSKY).
Cómo se aprecia se trata de meras opiniones sin fundamento fáctico para justificar la arbitraria selección de una pericia sobre otra. Del mismo modo podría decirse que el perito de la PFA que inspeccionó el automóvil en el lugar del hecho es experto en accidentología vial  de la PFA (lo que es indicativo de su experiencia y el valor de su dictamen) y que fue quien dejó asentado en su exhaustivo informe el dominio de la patente lo que le insumió necesariamente la observación directa sobre la misma, descartando todo detalle inusual.
El sentenciante contrariando toda lógica en definitiva afirma que el hecho de que el primer perito no viera ese particular dispositivo no autoriza a sustentar su inexistencia, sin advertir que  podría derivar exactamente a la conclusión contraria: el que no lo viera no autoriza a sustentar su existencia. 
Para los magistrados se encuentra probado que el mecanismo retráctil se encontraba colocado en el auto de CARRERA antes del hecho. A fin de sustentar esa afirmación se basan en las declaraciones de IGNES y VAIRA durante el debate y en el peritaje realizado por Gendarmería Nacional (dado que el primer peritaje, único que se practicó en el lugar de los hechos, no había detectado el mecanismo retráctil en la patente).
CATUCCI sostuvo al respecto: “… relataron (IGNES y VAIRA) que iban al alcance de los agresores, a varias cuadras del lugar del robo, cuando uno de ellos —el que iba en el lugar del acompañante— descendió del rodado y acomodó la patente en su posición normal. La diferencia en la ubicación dada por IGNES y VAIRA, en nada debilita la observación ni la entereza de esos testimonios por tratarse de pequeñas diferencias de detalle que no hacen sino afianzar su credibilidad en función de la verdad con que se expidieron dada por la concordancia de sus dichos y su acomodamiento a las restantes piezas…”. “... Por el contrario su colocación en la patente del rodado de CARRERA quedó demostrada a través de la peritación exhaustiva realizada por los expertos de Gendarmería Nacional”. Para concluir: “… queda firme entonces que ese dispositivo estaba instalado en el coche de CARRERA antes del hecho”.
En la misma línea, se expidió FIGUEROA: “En síntesis el momento en que fue descubierto durante la instrucción el mentado mecanismo o su supuesto desconocimiento por CARRERA, en nada modifica la relación probada entre la constatación de esta cualidad en su automóvil y lo declarado por Ignes y Vaira; el automóvil con el que les habían robado tenía el mecanismo sobre la patente trasera que fuera encontrado en el rodado de CARRERA”.  
En primer lugar, queda claro que en ningún momento la versión de CARRERA es tenida siquiera como probable y, por lo tanto, analizada. Si la versión de CARRERA hubiese sido consideraba (y máxime en una prueba determinante a la hora de la imputación del delito) la diferencia entre los peritajes no podría haber sido consideraba tan livianamente (a decir verdad, habría sido considerada, porque lo que sucedió fue que ni se la tuvo en cuenta).
Sin embargo, ninguno de los jueces profundizó el análisis respecto del hecho de que la anomalía en la patente fue detectada en sede policial y siete días después del hecho. 
Los sentenciantes vuelven a apartarse de las constancias de la causa al afirmar que los peritos de Gendarmería Nacional (fs. 2450/54) corroboraron que el dispositivo estaba colocado en el auto de CARRERA con anterioridad a los hechos. En efecto, el peritaje concluyó de manera exactamente opuesta: no es posible establecer el momento en que se colocó el dispositivo. Si a continuación este mismo peritaje da cuenta de que la placa de dominio se corresponde con la forma de la observada en las vistas fotográficas y videos del automóvil en el lugar del hecho, entonces dicho elemento de prueba resulta autocontradictorio no siendo de utilidad para acreditar extremo alguno. 
En segundo lugar, el fallo omitió analizar aquello que pusiera de resalto la defensa, en cuanto a que no existen manifestaciones acerca de que el automóvil que interviniera en el robo careciera de chapa patente, y que ello permitiera inferir la presencia de un mecanismo retráctil. En efecto, ello no surge ni de las modulaciones —al describir el auto jamás se menciona una característica tan particular— ni de las declaraciones policiales, ni de las declaraciones de los testigos Isabel MESA y Javier IGNES, siendo que este último manifestó creer que sí tenía patente, dicho este que en ningún momento fue valorado, pese a que se encuentra en franca contradicción con lo manifestado por IGNES y VAIRA.
Al respecto, en sede policial, el testigo IGNES declaró que no pudo ver la patente del auto de sus asaltantes porque estaba doblada, sobre lo cual el otro testigo, VAIRA, nada dice. 
Más tarde, en comisaría declararon espontáneamente dos personas que habrían sido víctimas de un robo tipo salidera en Provincia de Buenos Aires que afirman que habían sido asaltadas con un auto similar a CARRERA que tenía un sistema de patente retráctil (fs. 137 y 236). Es a partir de estas últimas declaraciones que se decide hacer una pericia sobre la patente (una semana más tarde de los hechos acaecidos) y que acontece el “descubrimiento” de la existencia de una patente retráctil en el automóvil de CARRERA. ¿Y por qué motivo se dio por cierta la relación entre estas declaraciones y el caso de Fernando CARRERA? Jamás lo sabremos...
No obstante ello —y contrariamente a lo afirmado en el primer voto: “De esa pieza retráctil, no se habló por primera vez en el debate, como dijo la defensa”—, es en el debate que por primera vez los testigos IGNES y VAIRA mencionan que en un momento del trayecto de la persecución al automóvil con el que habían sido asaltados, el acompañante se baja y “acomoda o toca algo ahí” en la patente.
Sin embargo y a pesar de que ninguno de los damnificados pudo precisar el lugar en que se habría producido el movimiento de la patente, y tampoco en qué habría consistido la maniobra (si se dio la vuelta o si se la levantó porque estaba hacia abajo) según el fallo esto no desmerece la credibilidad del relato de los damnificados (como tampoco lo haría la determinación de la maniobra realizada). 
En este punto omitió tratar exhaustivamente los defectos de fundamentación planteados por la defensa en cuanto a que pese a que iban informando por teléfono las coordenadas en las que se encontraban, los testigos jamás mencionaron —tal como se desprende de las modulaciones— ninguna característica particular de la patente, ni que el acompañante se bajó y la manipuló; y en cuanto a las contradicciones en que incurrieran los testigos sobre el lugar en que habrían visto realizar dicha operación (discrepando con una diferencia de tres kilómetros sobre el lugar, distancia a la que CATUCCI calificó como "pequeñas diferencias"). Además, el fallo realiza en este punto una nueva evaluación fragmentaria de la prueba ya que omitió una consideración integral de los dichos de testigos tales como IGNES y VAIRA, quienes afirmaron que iban a una distancia de entre 200 y 300 metros del auto que perseguían, sin que el tribunal entienda necesario explicarse si realmente dentro de las reglas de la experiencia, la lógica y el sentido común es posible aceptar que pueda precisarse qué es lo que una persona realiza con la patente, insistimos, teniendo en cuenta la distancia.
3. Inmediatez: El último de los elementos centrales que ha tenido en cuenta la Sala III para presumir que el auto que pierden de vista IGNES y VAIRA y el conducido por CARRERA fue el mismo —e imputarle así el hecho de robo— ha sido la supuesta inmediatez y escasa distancia (182 mts.) entre ese hecho y el momento en que se da cuenta de la existencia de una persecución y tiroteo por parte de la Brigada de la 34. Los tres votos han sido coincidentes en este aspecto. 
La supuesta inmediatez la establecen en función de considerar que desde que el móvil 152 (ubicado en Barros Pazos y Murguiondo y que se comunicaba telefónicamente con IGNES y VAIRA que iban en persecución) transmitió a las 13:23:57 que “nos comunicamos  nuevamente con el damnificado y dice que los perdió de vista ahí en las inmediaciones de Coto” hasta la 13:28:37 en que la brigada de la seccional 34° transmite “En prioridad Brigada de 34… persecución, tiroteo, ininteligible, Centenera, ininteligible, perdón por Rabanal, por Rabanal, ingresa a Sáenz, ingresa a Sáenz”  transcurrió 1 minuto 35 segundos  o  95 segundos (según BORINSKY o FIGUEROA) —de acuerdo con el tiempo real que transcurrió entre ambas modulaciones— y que ése habría sido el lapso en el cual el Peugeot 205 realizó el trayecto de 182 metros por Av. Centenera desde Rabanal o Roca hasta Sáenz. 
Sin embargo, esta conclusión proviene de una tergiversación de las probanzas de la causa ya que para así concluir deben obviar que en una modulación anterior —a las 13.22.20— ya se había informado las coordenadas donde se ubicaba el automóvil perseguido: el móvil 348 avisó a Comando Radioeléctrico que “están por cruzar el puente de Pompeya lo que informan por un Movicom, el que lo va siguiendo van por Coronel Roca” y el móvil 152 aclaró que “se trata del auto de los cacos un 205, con vidrios negros, están por Coronel Roca y Centenera” (fs. 421). De lo que se advierte con claridad que desde que por primera vez —13:22:20— se informa que el auto que perseguían los damnificados estaba en Roca y Centenera (esto es en la esquina donde se ubica el supermercado Coto y a 182 mts de Centenera y Sáenz) hasta que la Brigada de la 34 da cuenta de la persecución posterior —13:28:37— transcurrieron 6 minutos y 17 segundos, y no 95 segundos como infundadamente afirma el fallo.  
Si el fallo cuestionado hubiera evaluado de manera integral la prueba sin recortar u omitir ciertos elementos, hubiera advertido que luego de esta primera información dada por los  móviles 348 y 152, las brigadas de la 34 y 36 anuncian que se dirigen “al lugar” (contrariamente a lo declarado en el debate por el personal de ambas brigadas que afirmaron que ya se encontraban realizando el cerrojo cuando se irradió que estaban cerca del Puente Uriburu) y que fue recién en una modulación posterior que  la brigada de la 34 indicó que se encontraba en el Puente Uriburu, momento en el cual no se escuchaba que tuviera encendida la sirena, hecho este también ignorado en el fallo.  Por otro lado, desde que se da dicho informe —que el vehículo buscado estaba en Roca y Centenera—  hasta que la Brigada informó que estaba en el Puente Uriburu, transcurrieron 1 minuto con 17 segundos (de 13.22.20 a 13.23.57), o 2 minutos 40 segundos si se tiene en cuenta el tiempo real.  
Este análisis demuestra acabadamente que el vehículo efectivamente buscado tuvo tiempo de sobra para escaparse del lugar, incluso pasando por el Puente Uriburu antes de que llegaran allí las brigadas intervinientes y que el tiempo transcurrido hasta que se da cuenta de la persecución al automóvil de CARRERA, fue harto suficiente como para explicar razonablemente que pudiera aparecer por allí un vehículo de similares características al buscado que confundiera a los preventores, como efectivamente sucedió en este caso.
La irracionalidad de las conclusiones a las que llega el tribunal se pone de manifiesto si se tiene en cuenta que para hacer el trayecto de 182 metros en 95 segundos el automóvil debió ir en condiciones ideales a una velocidad de 7 km/h. En otras palabras, debería haber transitado a una velocidad mínima, tan mínima, como la posibilidad cierta de su realización en la realidad.
Todo ello demuestra, en tiempo real,  teniendo en consideración todas las modulaciones realizadas, que a las 13.22.20 el rodado buscado ya se encontraba en Rabanal y Centenera y que se encontraba a 200 o 300 metros de distancia del auto de VAIRA e IGNES (según lo declarado por ellos mismos); que los damnificados lo perdieron de vista; de lo que dan aviso al móvil 152 (a través del tel. de Maria Laura VAIRA 1149482132, fs. 1800 y 1875) a las 13:23:28 horas,  que a las 13:23:57 hs. la brigada recién está llegando a Sáenz y Centenera; y que posteriormente a ello a las 13:28:37 hs la Brigada de la Comisaría 34 da cuenta de que hubo una persecución y tiroteo; es decir que pasaron nada más y nada menos que 5 minutos y 9 segundos desde que el auto buscado fue perdido de vista hasta la persecución (de 13:23:28 hs. a 13:28:37hs.). Todo ello desmiente en forma categórica lo que afirman en sus votos CATUCCI, BORINSKY y FIGUEROA, en cuanto a que, desde que los damnificados pierden de vista el vehículo que venían siguiendo, hasta que las Brigadas modulan sobre de la aparición del rodado de Carrera, pasaron 95 segundos. Una vez, más se verifica un notable apartamiento de los jueces de las constancias probatorias existentes en autos.
4. Estado de inconciencia: En relación al estado de inconciencia que sufrió CARRERA luego de recibir un disparo en su mandíbula, mientras se encontraba doblando desde la calle Del Barco Centenera, por la contramano de la Av. Sáenz (al entender que iba a ser víctima de un robo por parte del Peugeot 504 desde el cual una persona le apuntaba con un arma de fuego), la sentencia impugnada vuelve a realizar una valoración parcial de los elementos probatorios colectados en autos, omitiendo considerar pruebas que resultan decisivas para corroborar dicha particularidad, al tiempo que considera probadas ciertas circunstancias sin apoyo fáctico.
En tal sentido, CARRERA explicó que cuando advirtió dicha situación se encontraba en el semáforo allí existente e intentó escapar doblando hacia la izquierda. Aclaró que en ese trayecto escuchó detonaciones y sintió un fuerte golpe en su mandíbula, ingresando un proyectil en su labio inferior, nublándosele la vista a los pocos segundos; que luego de lo cual perdió el registro de lo que ocurrió, recordando sólo flashes, fotografías de lo que sucedió a partir de ese momento.
La sentencia impugnada descarta de plano que los hechos hayan sucedido de ese modo, pero recurriendo a las mismas argumentaciones que ya efectuara la anterior sentencia de casación; esto es, que de haber sucedido ello de ese modo, CARRERA no hubiera podido seguir acelerando el automotor; que tampoco hubiera podido completar el giro de la curva que realizaba al momento en que recibió el impacto y que no hubiera podido pasar los cambios de marcha del rodado para llegar a la velocidad que alcanzó, ni tampoco hubiera podido seguir aferrado al volante del auto.
Sobre la posibilidad de llevar adelante tales acciones luego del impacto de bala recibido, se manifestaron el perito oficial Marcelo RUDELIR y el experto de parte Mariano CASTEX, quienes confirmaron no solo con sus dictámenes sino también con sus respectivas declaraciones en juicio, que el relato de CARRERA era verosímil.
En este sentido resaltamos lo manifestado por el Dr. RUDELIR: “... afirmó que podía existir una alteración de la conciencia de Carrera ulterior al impacto de bala en su rostro, aclarando que si bien el grado de alteración no se puede conocer, en su criterio debió ser transitorio.” “A su entender un impacto de bala sobre el rostro puede ocasionar la pérdida de conocimiento en un lapso que puede durar entre un segundo a más de cinco minutos.”
En igual sentido, el Prof. M. CASTEX: “Ejemplificó con el caso de un boxeador demolido por un golpe de box, que espera el conteo, se levanta y camina, pero no está conciente; o con el de las personas que pueden conducir en estado de ebriedad, porque en su opinión pueden actuar con ciertos automatismos que ejercen algo de control motor”.
Se advierte entonces que los peritos con absoluta claridad expusieron que lo que CARRERA pudo haber padecido es un trastorno grave de la conciencia, una perturbación, es decir, CARRERA puede sólo reconstruir con recuerdos parciales, imprecisos, poco delimitados lo sucedido. Se trataría de un estado crepuscular de la conciencia, con movimientos automáticos, ya que manejar se trata de una conducta automática, aprendida por el sujeto. Este aprendizaje le permite a la conciencia racional relevar de fiscalizar ese movimiento aprendido, tal como sucede, cuando se sube una escalera, o se toca el piano.
Para mayor claridad cabe agregar que, en palabras del Profesor Vicente CABELLO, un automatismo “Consiste en una actividad psicomotora que no difiere de un comportamiento voluntario sino por su carencia de intencionalidad conciente” (Psiquiatría forense en el derecho penal, Ed. Hammurabi, 2000, Tomo I, p. 431) Así: “La inconsciencia entraña la suspensión completa, aunque efímera, de las operaciones mentales cognoscitivas, restando sólo la actividad automática al margen de los procesos rememorativos, judicativos y valorativos. Un hecho a destacar es que las funciones sensoriomotrices se mantienen en un nivel elemental; esto es suficiente como para no permitir que desaparezca por completo el contacto con el mundo exterior...” (op. cit. pag. 245)
También nos ilustra al respecto el célebre médico forense Emilio BONNET, citando a Kraft EBING: “Inconsciencia significa que el inculpado no sabe lo que hace” y agrega algo que muchos ignoran y otros no aceptan, es decir, “A pesar de que la conciencia se suspende, el individuo puede mantener relación con el mundo exterior y entonces hablar y obrar de modo coordinado, todo lo cual no excluye la posibilidad de inconsciencia. Un estado de inconsciencia no excluye la posibilidad de una lucidez que permita al sujeto ejecutar un acto provisto de un determinado fin o mantener un diálogo correcto, inmediatamente o poco después de cometerlo, aunque más tarde entre en amnesia”. Ratificando esto, Ponsold expresa: “La presencia de islotes de recuerdos no es una prueba de conciencia en la comisión del delito” (Medicina Legal, López Libreros Editores S.R.L., 1967, p. 654).
Cabe resaltar entonces que los jueces solo pueden apartarse de los dictámenes periciales de manera fundada, esto es, no a través de su solo parecer sino vinculándolo con otras constancias de la causa:  “Tratándose los peritajes de una prueba esencial para la suerte de la causa y que los fundamentos dados por el Tribunal para apartarse de su conclusiones son solo aparentes, la sentencia apelada no constituye derivación razonada del derecho vigente con relación a las circunstancias comprobadas de la causa por lo que procede su descalificación como acto judicial” (Fallos 304:1808, Del Dictamen del Procurador Mario J. López que la Corte hace suyo)
Otro de los fundamentos aparentes para descartar el estado de inconsciencia es expuesto en el voto del Dr. BORINSKY, quien afirma que CARRERA: “... tampoco mencionó a los profesionales médicos que le brindaron los primeros auxilios, haberse desmayado o padecido trastornos visuales… antecedentes que se relacionan con la conmoción cerebral que dice haber sufrido”.
Semejante afirmación parece olvidar que se está refiriendo a una persona que acababa de sufrir un disparo en su mandíbula con una pistola calibre 9 mm. —además de los restantes siete disparos que recibiera posteriormente—, circunstancia por demás traumática y convulsiva que obviamente le impidió a CARRERA toda posibilidad de poder comunicarse en ese momento.
Por su parte, CATUCCI sostiene que: “… aún cuando hubiera podido sufrir alguna pérdida de conciencia por impacto de bala —circunstancia no comprobada— hubiera sido al terminar el radio de giro, y por ende, le hubiera impactado mucho más cerca de su nuca que de su labio. Situación que, como se ve, tampoco coincide con la realidad”.
Como puede observarse una vez más, lo que CATUCCI afirma como un dato comprobado, en realidad no resulta ser más que una hipótesis suya, olvidando que en realidad se trata de un cuerpo en movimiento y no estático como pretende sostener con su posición la jueza. En efecto, el lugar por donde ingresó el proyectil depende de la ubicación precisa de la cabeza de CARRERA en ese momento, que muy probablemente se encontraba mirando hacia atrás o al menos con un cierto giro hacia su derecha, si consideramos que sobre ese lado venía el auto que, a su entender, pretendía robarlo y lo apuntaba con un arma de fuego.
Otro razonamiento similar se expone en el fallo impugnado, al sostener que, con la fuerza de sus manos, Carrera pudo contrarrestar un impacto vehicular a gran velocidad (más de 60 km/h) sin ser lesionado, sin haber chequeado la posibilidad física de que eso suceda,: “… la deformación de la parte superior del volante, … se explica por la fuerza empleada por el conductor para evitar impactar contra el tablero en el choque contra el Renault Kangoo.” (Borinsky)  “Esa deformación revela la fuerza humana empleada para protegerse, reacción que no hubiera podido tener de haber estado inconsciente.” (Catucci) “…se encuentra que se ha acreditado pericialmente que el volante del rodado que quedó doblado hacia adelante ha sido producto del impacto final, y siendo que de la historia clínica de Carrera no surge contusión en su cabeza o tórax, puede atribuirse a que el imputado se aferró al mismo al momento de la colisión”. (Figueroa) Estas suposiciones que pretenden confirmar la conciencia de Carrera por una supuesta e indemostrada fuerza que ejerció sobre el volante al momento de colisionar  contradicen abiertamente constancias de autos, ya que en el debate los peritos de Gendarmería Acosta y Carabajal manifestaron que: “… notaron una deformación en el volante, y que, por experiencia, ese tipo de doblez es consecuencia del golpe de un cuerpo contra él, ya sea porque el cinturón no estaba colocado o si lo estaba funcionaba mal.” En el mismo sentido se expidió el perito de PFA a fs. 1049 “… notando deformaciones hacia delante el volante del Peugeot 205 por impacto con cuerpos   blandos   recientes.”
Análogo tratamiento recibió en la sentencia de casación, el supuesto cambio de carril que habría efectuado CARRERA a la altura de la calle Rabanal, cuando según el fallo pasó del carril lento al carril central de la Av. Sáenz, maniobra que demostraría la plena capacidad de conciencia que él tenía. Al respecto, sólo afirmaron la existencia de dicha maniobra los policías intervinientes, cuya actuación se encuentra seriamente cuestionada en este caso, no siendo relevante para probar dicha circunstancia los testimonios de las testigos civiles Purificación y Dolores FARIÑA RODRÍGUEZ como sostuvieron los jueces en el fallo mencionado. Ello así por cuanto dichas testigos sólo sostuvieron que el vehículo de CARRERA apareció de contramano por el carril central de la Av. Sáenz, carril por el que circuló en todo ese trayecto, mas en ningún momento dijeron haber visto ese supuesto cambio de carril. Al respecto debemos destacar que tampoco obran peritajes que den cuenta de alguna huella que permita sostener fundadamente que existió dicho cambio de carril, al margen de la comprometida e interesada versión policial.
En definitiva, las objeciones señaladas en la sentencia para descartar la explicación de CARRERA están relacionadas con lo que los jueces entienden que debió haber sucedido en dicho trayecto y carecen de todo fundamento material puesto que solo se trata de un planteo de hipótesis acerca de la posible mecánica del suceso, a pesar de que esa mecánica cuenta con una explicación clara y precisa de los peritos médicos.
5. Conclusiones: Como surge de todo lo anterior, la Sala III no ha cumplido con lo ordenado en la sentencia de la CSJN en este caso concreto. Por el contrario, atendiendo a lo que se afirmó en los tres votos, queda claro que se ha violado de manera sistemática el principio lógico de "razón suficiente", que exige para que una conclusión fáctica sea válida, que tal conclusión pueda ser la única conclusión a la que se pueda arribar partiendo de las premisas.
Ahora bien, ¿cómo fundar la certeza sobre la identificación de Fernando CARRERA sobre dos reconocimientos negativos? Si tomamos en cuenta, exclusivamente, las pruebas analizadas para tener por ciertos todos los hechos que le atribuyen responsabilidad penal a CARRERA, está claro que ello resulta imposible. Si a ello le sumamos, además, los hechos y circunstancias que no fueron considerados por los integrantes de la Sala III, resulta evidente que las conclusiones de los votos analizados no pueden resultar válidas.
Más allá de ello, es indudable que se ha omitido cumplir con el mandato cierto dado por la CSJN en el considerando 6 de su sentencia en este caso:
“En efecto, el tribunal revisor no trato de modo suficiente y acabado los argumentos planteados por la defensa en el recurso incoado contra la condena con base en los elementos probatorios que expresamente individualizara, y por los que sostuviera que sostuviera que su asistido era ajeno al ilícito de robo por el que fuera condenado y que no era responsable por los demás ilícitos por los que recayera sentencia”.
A este párrafo se agregaron cuestiones específicas que no habían sido revisadas, tales como, entre otras, el reconocimiento negativo, las declaraciones testificales respecto de la existencia de la sirena policial, la tenencia del arma y de los supuestos disparos. 
También para citar solo un ejemplo, está claro que la jueza FIGUEROA no realizó esfuerzo alguno para revisar las declaraciones de los testigos que le atribuyeron la posesión del arma a Fernando CARRERA, como tampoco el hecho de que lo hayan visto disparar.
A pesar del mandato expreso contenido en la decisión de la Corte Suprema, los integrantes de esta Sala III no han agotado, en modo alguno, las posibilidades de revisión de lo revisable. Ello porque, en gran medida, no respondieron a las cuestiones planteadas por la defensa, como tampoco analizaron los elementos de prueba que indicáramos en nuestro recurso de casación.
Es decir que esta Sala III no analizó las cuestiones planteadas en nuestro recurso, si éstas tenían relación con la causa, si eran conducentes o decisivas para su solución. En síntesis, nuestros planteos no fueron confrontados y seriamente respondidos, razón por la cual se perjudicó gravemente la situación procesal de Fernando CARRERA.
IV. 3. Vulneración a la prohibición de autoincriminación y al principio de inocencia 
El fallo atacado vulneró el derecho a no ser obligado a declarar sin que ello importe presunción en contra del imputado. En efecto en el voto de CATUCCI se lee:
“Sin tomarse como prueba en contra su negativa a declarar, pese a ser un acto de defensa, lo cierto es que ese silencio no deja de llamar la atención, máxime frente al trágico suceso que se le enrostraba. No pudo deberse a su deteriorado estado de salud, porque la voluntad de hablar para defenderse es ingénita al ser humano. En efecto por experiencia se conocen situaciones, en las que aún con un mínimo aliento de vida, el inocente cuenta lo sucedido” (p. 33).
BORINSKY por su parte, de manera más sutil, pero en el mismo sentido indicado, expresa:
“Fernando Ariel CARRERA, casi un mes después de ocurridos los hechos ilícitos …, alegó haber creído ser víctima de un asalto (los hechos datan del 25 de enero de 2005 y el relato de Fernando Ariel CARRERA es del 21 de febrero de 2005)…”.
Ésta es la mirada que atraviesa todo el fallo. Tal como se advierte en las citas anteriores ambos jueces derivan de la inicial negativa a declarar una presunción en contra del imputado en el primer caso en virtud de una presumida e indemostrable "voluntad ingénita del inocente de defenderse" y en el segundo "por no hacerlo en la primera oportunidad que se le presentó".
De todos modos, y más allá de que el silencio del imputado está protegido constitucionalmente, por lo cual evaluarlo como indicio de mendacidad ya implica una afectación constitucional, lo cierto es que la Sala III omitió considerar que dicha negativa tenía un fundamento que surgía de las mismas constancias de la causa que el tribunal tuvo a la vista pero que decidió ignorar, o en el caso de CATUCCI, suplir con una afirmación basada en su exclusiva voluntad, y carente de todo fundamento fáctico.
En efecto la sentencia atacada omite la afirmación del perito BANTI del Cuerpo Médico Forense en debate, a saber: “... BANTI reconoció haber examinado a Fernando Ariel CARRERA según lo que surge del informe obrante a fs. 247/247 el 26 de enero de 2005, primer día postoperatorio. Que concluyó que la declaración indagatoria debía llevarse a cabo en el lugar de internación, por aplicación del criterio médico asistencial, toda vez que la defensa indicó que no estableció cuándo podía declarar pero en base a experiencias clínicas, transcurrida una semana podía hacerlo en sede tribunalicia.”
De lo antedicho se desprende que achacar el silencio de Fernando CARRERA en su primera declaración indagatoria a una estrategia para hacerse de una versión exculpatoria, obviando por completo las condiciones en que es llevado a  declarar al juzgado instructor, esto es  tan solo 48 horas después de recibir 8 disparos, y 36 horas luego de habérsele practicado una laparotomía exploratoria con más de 10 cm. de sutura en la zona abdominal resulta, además, una flagrante violación del principio de inocencia.
A ello se suma que —pese a que en reiteradas oportunidades los tres votos utilizan parte de los dichos de CARRERA en sus indagatorias como prueba de cargo (siempre que coincidieran con la versión policial)— en lo esencial los magistrados CATUCCI y BORINSKY son coincidentes en presumir su falsedad sin base en elemento convictivo alguno y derivar de ello una presunción en contra del imputado. Ejemplo de ello:
“Silencio que sólo duró un mes, a término del cual se avino a declarar y brindó una versión de lo sucedido, con datos inasequibles, tales como que iba a entrevistar a un tercero con quien no había hablado ni fijado una cita para que le alquilaran una casa…” (voto de CATUCCI)
“… no puede obviarse en el examen de los hechos que el motivo por el cual Fernando Ariel CARRERA dijo que se encontraba próximo a cruzar el puente Uriburu se sustentó en un relato que no resulta creíble…” (voto de BORINSKY).
Esta forma de “razonar” fundada exclusivamente en la voluntad del juzgador opera también en violación al principio de inocencia puesto que la declaración indagatoria es un acto de defensa material el imputado no debe probar sus dichos o hacerlos creíbles. Sin embargo los tres votos en forma coincidente refieren en varias oportunidades al hecho de que no se acreditaron los extremos alegados por CARRERA cuando pudo fácticamente declarar.  Este agravio tiene directa vinculación con lo expresado en el acápite IV.5 referente a la vulneración al derecho a ofrecer prueba de descargo a cuyas citas y fundamentos  nos remitimos.
De todo lo dicho se concluye que la vulneración al derecho a no ser obligado a declarar sin que ello importe presunción en contra y a la presunción de inocencia es tan grosera que la postura del tribunal podría resumirse del siguiente modo:
a) si se niega a declarar se presume su culpabilidad;
b) si declara, debe probar los extremos que alega; y 
c) si para intentar desvirtuar esta inversión del principio de inocencia ofrece acreditar los extremos que alega, ese ofrecimiento es ignorado.
En otras palabras, se asemeja a las viejas ordalías. Hiciere lo que hiciese, Fernando CARRERA salía gravemente perjudicado. La vulneración de los principios citados lo colocó en una situación perversa que, en todos los casos, neutralizó el valor de protección del estado de inocencia y de la prohibición de la obligación de autoincriminarse. Por lo que corresponde admitir la vía extraordinaria intentada en lo referente a este agravio y anular la sentencia impugnada.
IV. 4. Gravedad institucional
Más allá de considerar que los argumentos hasta aquí expuesto constituyen una cuestión federal suficiente que exige una respuesta de la CSJN, las cuestiones debatidas también revisten una gravedad institucional, que también habilita la instancia extraordinaria. En este sentido, la Corte Suprema ha señalado que “cualquier limitación infundada al ejercicio de sus derechos (se refiere a las garantías de acusador como de la defensa) cobra en este caso grave trascendencia institucional porque puede traducirse en menoscabo de la confianza que el pueblo deposita en la justicia” (Fallos 246:237).
En este apartado también es necesario introducir una cuestión de gravedad institucional que se relaciona con la inexistencia de una justicia material en la solución del caso. La Corte ha concedido recursos extraordinarios en tanto “….la posible condena del inocente “conmueve a la comunidad entera, en sus valores más sustanciales y profundos (Fallos: 257:132)”, conf. “Recurso de hecho deducido por los querellantes en la causa Toculescu, Esteban y otro s/ defraudación”, del 20 de nov. de 1964. 
Asimismo esta idea de justicia material como cuestión que habilita la revisión de la máxima autoridad judicial de la Argentina, ha sido analizada por la Corte IDH, como parte integrante del artículo 25 de la CADH. En el voto de Sergio García Ramirez, en Mack Chang vs. Guatemala, sentencia del 25 de noviembre de 2003, aparece una aproximación relevante al concepto de justicia material: “Ese acceso (refiere a la justicia) implica tanto la facultad y la posibilidad de acudir ante órganos que imparten justicia en forma independiente, imparcial y competente, formular pretensiones, aportar o requerir pruebas y alegar en procuración de intereses y derechos (justicia formal), como la obtención de una sentencia firme que satisfaga las exigencias materiales de la justicia (justicia material). Sin esto último, aquello resulta estéril: simple apariencia de justicia, instrumento ineficaz que no produce el fin para el que fue concebido. (Voto citado, cons. 5) Y agregó que “…que la conducta de una parte o el acuerdo de ambas no vinculan inexorablemente al tribunal, más comprometido con la verdad material y la tutela efectiva de los derechos humanos que con la verdad formal y la tutela aparente de aquéllos. (Voto citado, cons. 8).
Por esta razón, tal como dijo la Corte Suprema en el caso Priebke, “…el Tribunal debe velar porque la buena fe que rige la actuación del Estado Nacional en el orden internacional para el fiel cumplimiento de las obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del derecho internacional…no se vea afectada a causa de actos u omisiones de sus órganos internos, cuestión a la que no es ajena la jurisdicción de esta Corte cuando pueda constitucionalmente evitarla…” (CSJN, Priebke, 20 de marzo de 1995). 
 IV. 5. Derecho a ofrecer prueba de descargo y recurso amplio
Con lo dicho hasta aquí ha quedado claro que el derecho de defensa de Fernando Ariel CARRERA no ha sido ejercido de manera efectiva en este procedimiento. A pesar de ello, CARRERA ha sufrido siete años y cuatro meses de encarcelamiento preventivo, esto es, un adelanto de pena por hechos que no han sido probados. 
Volviendo al trámite procesal, debemos señalar que con posterioridad a la intervención de la Corte Suprema, específicamente en la oportunidad prevista en el art. 468 CPPN —tanto de manera oral como en las “breves notas” que se acompañaron a fs. 3651— esta defensa solicitó la incorporación como prueba de un documento fílmico (obrante a fs. 3500/09) en el cual se recogen los dichos de un transeúnte frente a las preguntas de un cronista de televisión, escasos minutos después de ocurrido el hecho de que trata esta causa. Sin embargo, la Sala III omitió todo pronunciamiento sobre la petición de incorporación de este registro fílmico: el pedido no fue siquiera proveído y no se efectuó ninguna mención a ello en la resolución que aquí recurrimos.
Como los ministros advertirán fácilmente si realizan lo que la Sala III se negó a hacer, y observan ese documento fílmico, se trata de prueba de descargo dirimente, pues allí, el transeúnte brinda un relato espontáneo y concordante con lo manifestado por Fernando CARRERA en cuanto a que le apuntaron desde un Peugeot 504 gris oscuro sin identificación ni sirena policial y que luego desde ese mismo auto se abrió fuego unilateralmente contra su persona y, por lo tanto, se desacredita de modo contundente la versión dada por el personal de la Brigada de la Comisaría 36 —quienes iban a bordo del citado vehículo Peugeot 504— que siempre negaron haber efectuado disparos. Estos dichos del personal de la Brigada fueron tomados por ciertos por la Sala, que tuvo por probado que el Peugeot 504 se encontraba identificado y desestimó los dichos de CARRERA en cuánto a que creyó que iba a ser víctima de un robo. 
Surge nítida, entonces, la violación al derecho a ofrecer prueba de descargo. Si bien esta evidencia fue ofrecida con posterioridad a la realización del debate oral, antes no era conocida por la defensa y no estaba incorporada al proceso. Pero una vez que fue detectada, la defensa requirió su incorporación válida y la invocó en su alegación ante la Casación. Sin embargo, no se obtuvo más que silencio. En consecuencia, no solo se ha violado el derecho a ofrecer prueba de descargo, sino que la Sala III incurrió en un nuevo supuesto de arbitrariedad, pues no se esgrimió ningún tipo de fundamento para tomar esa decisión, a tal punto que ni siquiera se dejó constancia en el fallo de que la defensa efectuó este pedido.
Por otro lado, y de manera autónoma, la ausencia de incorporación válida de este registro al expediente implica también la vulneración del derecho a un recurso amplio, tal como lo ha establecido la Corte IDH (“Herrera Ulloa vs. Costa Rica”), recogida en el ya señero precedente “Casal” de la Corte Suprema. Es que resulta claro que la regulación del recurso de casación, al prohibir producir nuevas pruebas, en el caso en tratamiento vulnera directamente este derecho, omitiendo revisar “todo lo revisable”. Así, la defensa se vio impedida no solo de incorporar el registro fílmico ya señalado, sino que no pudo solicitar a tribunal alguno la comparecencia de la persona en cuestión —ya debidamente identificada— a prestar formalmente declaración testimonial. 
Hay que resaltar que dado que los tres votos indican que no se probó lo alegado por CARRERA en cuanto a haber recibido disparos en la intersección de Av. Sáenz y Centenera correspondía hacer lugar a lo solicitado para poder tomar una decisión fundada en todos los elementos disponibles, respetando y dando cabal contenido al derecho de defensa. (“…cabe señalar que aún cuando hubiera podido sufrir alguna pérdida de conciencia por impacto de bala -circunstancia no comprobada- …” —CATUCCI— “… cabe señalar que no surge de constancia alguna de la causa, que el imputado ha sido apuntado ni mucho menos disparado por el personal policial que había dispuesto el cerrojo, en la intersección de las avenidas Sáenz y del Barco Centenera…” –Figueroa-; “… la versión del hecho expuesta por Fernando Ariel CARRERA no encuentra sustento en las constancias de autos…” —BORINSKY—).  
En este sentido el precedente Casal ha sido por demás ilustrativo al describir la primera etapa del método histórico para la evaluación de la prueba en la que el juez , “….está obligado a tomar en cuenta todas las pruebas admisibles y conducentes y aun a proveer al acusado de la posibilidad de que aporte más pruebas que reúnan esas condiciones e incluso a proveerlas de oficio en su favor.” En igual dirección, en el voto concurrente de ARGIBAY, tras recordarse que la revisión debe ser “integral”, se señaló que pese a ello “existen ciertas cuestiones que, por razones fácticas, la Cámara de Casación se verá impedida de conocer”, entra las que no indicó la producción de nuevas pruebas, por lo que a contrario sensu se llega a la conclusión que sustentamos.
La Corte IDH, por su parte, al declarar que la regulación del derecho a recurrir la condena en el Código Procesal Penal costarricense violaba el 8.2.h CADH, tuvo presente que este ordenamiento “no autorizaba introducir elementos probatorios para demostrar la comisión o no del delito” (ver párr. 152 en “Herrera Ulloa”). Y de modo mucho más contundente, expresamente en favor de la incorporación de nuevas pruebas en la etapa casatoria, se pronunció el juez GARCÍA RAMÍREZ en su voto concurrente, recordando otro precedente de la Corte IDH (“Castillo Petruzzi”) en el cual se señaló que “no se respetó el derecho (…) a una segunda instancia (porque los organismos que intervinieron en la revisión de la sentencia) no se desempeñaron como tribunales que reexaminaran la totalidad de los hechos de la causa, ponderaran el valor del acervo probatorio, recaudaran las pruebas adicionales que fueran menester...” (ver párr. 33 de su voto en “Herrera Ulloa” y, realizando la misma interpretación que propugnamos, Daniel PASTOR en “Los alcances del derecho del imputado a recurrir la sentencia. ¿La casación penal condenada?", en Revista Cuadernos de Doctrina y Jurisprudencia Penal [Casación], n.º 4, Ed. Ad-Hoc, Buenos Aires, 2002, pp. 257 y ss.).
En este punto queremos ser claros: no pretendemos que el recurso de casación se convierta en un nuevo juicio, pero resulta patentemente violatorio del derecho a recurrir la condena que se impida la producción de prueba de descargo conocida con posterioridad al debate. Apenas se advierta que el ordenamiento procesal faculta al condenado por sentencia firme a requerir la revisión de su condena produciendo nuevas pruebas (art. 479, inc. 4, CPPN) se esfuma cualquier duda sobre la procedencia de este agravio. Resulta un contrasentido que se exija que la condena adquiera firmeza para que el imputado pueda ofrecer nuevos “elementos de prueba (...) que demuestran que el hecho no existió”, a pesar de que la defensa haya conocido esos elementos con posterioridad al debate, pero antes de que la sentencia adquiera firmeza. Este derecho, incluso, está expresamente incorporado en códigos procesales provinciales (por ejemplo, el Código Procesal Penal de la Prov. de Bs. As., ley 11.922, arts. 448, inc. 2, y 457).
En el mismo sentido, la más moderna y autorizada doctrina en la materia entiende que la “revisión amplia” de la sentencia condenatoria, debe comprender la posibilidad de producir prueba ante la Casación (ver, por todos, Carlos CHIARA DÍAZ y Daniel OBLIGADO, La casación penal, editorial Nova Tesis, quienes sostienen que “la posibilidad de producir prueba ante la el tribunal de alzada … es un elemento que da la pauta de la mayor amplitud del recurso”, págs. 139, ver también pág. 134, 142 y 397). Es que, como se pregunta el juez García Ramírez en su ya invocado voto en “Herrera Ulloa”, “¿Basta con una revisión limitada, que aborde algunos aspectos de la sentencia adversa, dejando otro, necesariamente, en una zona inabordable y por lo mismo oscura, no obstante la posibilidad de que en éstos se hallen los motivos y las razones para acreditar la inocencia del inculpado?”. Claramente, la respuesta es NO: un procedimiento recursivo que no permite incorporar y producir prueba de descargo dirimente conocida con posterioridad a la sentencia en revisión, no garantiza el derecho al recurso que exige el art. 8.2.h CADH y así, incluso, vulnera el principio de inocencia. 
Para finalizar, solo basta recordar que la Corte IDH, al declarar que la regulación del derecho a recurrir la condena en el Código Procesal Penal costarricense violaba el 8.2.h CADH, tuvo presente que este ordenamiento “no autorizaba introducir elementos probatorios para demostrar la comisión o no del delito” (ver párr. 152).
A todo ello hay que agregar el agravio nunca tratado referente a la negativa por parte del Tribunal de juicio a incorporar como prueba documental imágenes de una entrevista realizada para un programa televisivo al testigo Ruben MAUGERI. Dicha negativa fue introducida como agravio al interponer el recurso de casación entendiendo que operaba en violación al derecho de defensa y contra la realización de los fines del proceso penal. El tratamiento de este agravio fue por completo omitido en el fallo que ahora se cuestiona, incumpliendo así —otra vez— la revisión integral y exhaustiva que le ordenara la CSJN.  
Por  estos motivos, y dado el hecho de que este caso ya ha pasado dos veces por la Cámara Federal de Casación Penal, es que solicitamos a la Corte Suprema que valore dicho video y, también prueba documental que registra las declaraciones de cinco testigos más que confirman claramente todo lo que sostiene esta defensa en relación a los siguientes hechos: a) En qué lugar se perdió de vista al automóvil blanco que fue confundido con el  auto de Fernando CARRERA; b) Que los únicos que dispararon fueron los agentes policiales de civil; y c) que la persecución de CARRERA se trató de una confusión de la policía.
En todos estos casos, se trata de prueba dirimente. Y, como ya hemos visto, estos elementos de prueba deben ser analizados por la CSJN. Ésta es la única manera de que se dé fin al calvario de Fernando CARRERA y que se clausure definitivamente este caso.
La prueba documental, por razones de seguridad, solo será entregada cuando este expediente llegue a la CSJN.
V. PETITORIO
Por todo lo expuesto solicitamos
1) Se tenga por presentado en tiempo y forma el presente recurso extraordinario federal 
2) Se haga lugar al recurso, y por los fundamentos expuestos se deje sin efecto el fallo recurrido y se disponga la absolución de Fernando Ariel CARRERA 

Proveer de conformidad, 
SERA JUSTICIA
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